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 Capítulo VI

 El incumplimiento de la motivación y sus 
consecuencias

 1. INTRODUCCIÓN: LA AUSENCIA U OMISIÓN DE LA 
MOTIVACIÓN

La cuestión final del régimen jurídico de la motivación se refiere a las conse-
cuencias jurídicas que irradia tanto la manifestación defectuosa como la ausencia u 
omisión de la propia motivación. Una vez, examinados los supuestos legales en los 
cuales la Administración está obligada a exteriorizar los fundamentos y razones que 
sustentan la decisión administrativa adoptada y expuestos los diferentes modos de 
articulación de tal operación, la tarea se centra ahora en recopilar de forma expresa 
y ordenada los posibles defectos de la motivación con su correspondiente conse-
cuencia jurídica. El legislador no trata esta cuestión al no observarse la presencia 
de algún precepto legal que enumere y detalle aspectos relativos a la ausencia de 
motivación y a una manifestación defectuosa de la misma. Ni lo uno ni lo otro se 
consigna expresamente como alguno de los supuestos en los que los actos adminis-
trativos pueden incurrir en nulidad absoluta, aunque así pueda entenderse de forma 
implícita en alguno de los apartados del artículo 47.1 de la LPAC (RCL 1992, 2512, 
2775 y RCL 1993, 246). Por ello la doctrina y la jurisprudencia asumen el encargo de 
constatar tales defectos asignándoles, según las circunstancias específicas de cada 
caso, la consecuencia jurídica concreta.

El control de la legalidad de la motivación no puede analizarse en abstracto o de 
acuerdo con pautas generales, pues será en cada supuesto concreto donde pueda 
valorarse, si atendidas las especiales circunstancias concurrentes, se expresan las 
razones suficientes que dan a conocer la fundamentación del acto. Dicho control no 
se agota con la simple comprobación del cumplimiento de la formalidad, sino que a 
veces se proyecta hasta alcanzar el examen substantivo del fondo de la justificación 
aducida. Si la motivación fuera tan solo una exigencia formal, entonces la fiscalización 
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se limitaría a la constatación de que la formalidad se ha cumplido, a la verificación de 
que la misma existe, pero no se trata de un simple requisito formal, sino un requisito 
formal cualificado, como ya tuvimos ocasión de constatar, que en ocasiones trasluce 
deficiencias sustanciales.

A su vez, el incumplimiento del deber de motivar se origina por la ausencia de 
la motivación como instrumento que exterioriza, entre otros, las razones que jus-
tifica el acto administrativo y por la materialización de una motivación defectuosa 
que deja entrever ciertas anomalías que emergen al no cumplirse ni respetarse los 
requisitos exigidos relativos tanto al aspecto formal de la motivación como a los de 
contenido y de carácter subjetivo.

La ausencia u omisión de la motivación sería equiparable, en un primer momento, 
a la carencia de motivación, a la inexistencia del instrumento encargado de exteriori-
zar las razones que condujeron a la Administración a adoptar la decisión. La omisión 
entendida como falta, como ausencia o como vacío es, por ello, un punto de partida 
para delimitar las posibles patologías de la motivación, siendo preciso puntualizar 
cuándo tiene un carácter formal y cuándo sustancial.

En el estudio de las modalidades de la motivación se expusieron las diferentes 
alternativas que puede optar la Administración al recoger los fundamentos y razones 
que sustentan la decisión que adopte, tanto una motivación textual como por remi-
sión. En el primer caso, la situación de hecho es clara y no da lugar a dudas: el acto 
incorpora los motivos o razones que justifican la decisión conociendo el interesado 
de manera directa la justificación de la decisión administrativa. Por ello, si solo consta 
una parte dispositiva sin contener referencia a hechos y fundamentos de derecho y 
aun conteniéndola sea breve y sucinta sin permitir el conocimiento de la fundamen-
tación del acto, el acto no tiene motivación y se está ante un supuesto de la misma.

La segunda de las alternativas apuntadas, la denominada motivación in alliunde, 
permite la remisión a actuaciones, ya se traten de informes, dictámenes o propuestas 
de resolución, a través de los cuales el interesado pueda conocer las razones que 
fundamentaron la decisión. Esta modalidad de motivación no se encuentra expuesta 
en el propio acto, sino en el expediente que permite garantizar la defensa del inte-
resado y sobre la cual se ha pronunciado la jurisprudencia en reiteradas ocasiones 
manifestando que con tal modalidad no se produce una omisión de la motivación 1. 
Ahora bien, si a pesar de acudir al expediente, no hubiera ni informes ni dictámenes 
que permitan al interesado conocer las razones de la decisión administrativa que le 
afecta, el acto no está motivado.

En ambos casos, la omisión se produce de una manera total desde el punto de 
vista formal, de lo que se deduce que el supuesto de ausencia u omisión de la moti-
vación se entiende tanto en supuestos en los que el acto no contenga exposición 
alguna, aunque sea sucinta de referencia a hechos y fundamentos de derecho como 
 1. STS 13 mayo 2015 (RJ 2015, 2868) Rec. 2505/2013 FJ 4; STS 15 enero 2009 (RJ 2009, 467) Rec. 

329/2005 FJ 2.
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en aquellos en los que no se incorpore a su texto los informes o dictámenes que 
haya aceptado.

La omisión formal se produce cuando la resolución consta solo de una parte dis-
positiva o contenido del acto en sentido estricto y la omisión es sustancial cuando la 
motivación se da formalmente, incorporada en el propio acto o por remisión a informes 
o dictámenes, pero se omite algún elemento concreto de la motivación, ya sea refe-
rente al contenido como pueden ser los motivos, ya sea referente al aspecto formal 
de la motivación, como la suficiencia y la congruencia. La motivación formalmente 
existe, pero no justifica todos o algunos de los aspectos de la decisión que requiere 
motivación, ocasionando situaciones de motivación insuficiente o contradictoria que 
ya tuvimos ocasión de tratar en el capítulo relativo a los requisitos de la motivación.

En virtud de todo lo expuesto, puede afirmarse que una situación patológica o 
anormal en la motivación podría darse tanto en supuestos en que se produce una 
omisión total de la motivación, no existiendo motivación alguna, como en supuestos 
en los que la omisión es parcial, de manera que la motivación se da, aunque no se ha 
realizado de manera correcta, omitiéndose algún elemento concreto de ella.

El planteamiento de esta importante cuestión, carente de reflejo legal, no se 
solventa con la atribución de una única consecuencia que englobe todas las posibles 
manifestaciones de la falta o defecto de la motivación, sino que han de analizarse 
las posibles y diferentes consecuencias que puede arrastrar el incumplimiento de la 
exigencia legal de motivar las decisiones administrativas que hayan sido adoptadas. 
El incumplimiento de la motivación no queda circunscrito al ámbito del acto admi-
nistrativo, sino que las secuelas que origina la falta de motivación o una motivación 
defectuosa pueden a su vez tener repercusiones en otros círculos colaterales al 
acto, no por ello menos importantes. Así, los relativos al propio procedimiento en 
el que va inserto el acto administrativo que ha quedado huérfano de una adecuada 
motivación, al interesado que ve mermada su posibilidad de defensa y, por último, 
al modo de proceder de la actuación administrativa.

 2. PATOLOGÍAS LATENTES EN LA FALTA DE MOTIVACIÓN

 2.1. LA FALTA DE MOTIVACIÓN COMO CONDUCTA NEGLIGENTE DE 
LA ADMINISTRACIÓN

El incumplimiento del deber de motivar por parte de la Administración exige 
un viraje al modo de proceder de la actuación administrativa que implica analizar 
cómo ha sido la conducta de la Administración para sustraer las posibles causas que 
han podido ocasionar tanto la omisión como la realización de una forma anómala o 
defectuosa de la motivación.

El control del cumplimiento de la motivación puede hacerse de forma objetiva 
observando si se respetan todos los requisitos que envuelven a la motivación, pre-
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vistos tanto en la norma como los que se exigen jurisprudencialmente, pero también 
con un halo de subjetividad profundizando más e indagar si la Administración ha 
querido actuar bien.

La realización de la actuación administrativa a través de los cauces formales de 
un procedimiento garantiza que tal actuación se dirige hacia el interés público y avala 
un correcto comportamiento de la propia Administración que facilita el control del 
cumplimiento de los requisitos en las actuaciones regladas que en las actuaciones 
discrecionales 2. Por ello, el control concreto del cumplimiento de la motivación 
garantiza un buen proceder de la actuación administrativa, que es tanto como afirmar 
que garantiza también un buen comportamiento ético.

El incumplimiento de los deberes a los que está sometida la Administración 
en su vocación de servicio a los intereses generales encierra expresiones graves 
de ausencia de ética que puede caer dentro de la corrupción política y expresiones 
menos graves que da la imagen de una Administración débil que necesita mejoras. 
Dos tipos de conductas pueden acompañar al incumplimiento del deber de exteriori-
zar los fundamentos y razones de la decisión administrativa adoptada: una conducta 
negligente y una conducta temerosa o con mala fe. Esta última se observa cuando la 
Administración se reserva argumentos que no indican en la motivación y los refleja 
una vez iniciado el proceso contencioso-administrativo. Esto es un claro ejemplo 
de una actuación con mala fe que no cumple la eficacia y respeto al ordenamiento 
jurídico que le son exigibles.

En cambio, la inobservancia de la motivación puede ir acompañada de una con-
ducta negligente en aquellos supuestos en que la ausencia de la motivación o sus 
defectos han sido por descuido, despiste o incluso por simple desinterés, surgiendo a 
veces elementos tentadores que inducen a tal incumplimiento como el componente 
discrecional o el contenido complejo del acto. En algunos supuestos concretos de 
actos que aprueban asignación individual de derechos de emisión de gases efecto 
invernadero son recurridos por falta de motivación, alegando la propia Administración 
para evitar dicha falta que no cumplió con tal exigencia debido a «los complejos 
parámetros en que se funda la resolución y los cálculos técnicos que precisa» 3.

La conducta negligente de falta de motivación denota déficit de diligencia en el 
trabajo, siendo ejemplo de una actuación éticamente incorrecta en la Administración, 
aunque no corrupta, pero sí contraria a los principios de buen gobierno.

La motivación, como apuntara Ponce Solé al conectar la motivación con el desa-
rrollo de la función administrativa, es «junto al expediente administrativo, la caja 
negra del comportamiento administrativo» 4. A través de ella puede comprobarse si 
la Administración ejerce bien la labor de exteriorizar motivos y razones que justifican 
la decisión adoptada y que en supuestos de discrecionalidad tiene que ponderarse. Por 
 2. gonzález PéRez, J. (1996): La ética en la Administración Pública, Cuadernos Civitas, p. 86.
 3. STS 1 octubre 2008 (RJ 2008, 5611) Rec. 86/2005 FJ 3.
 4. Ponce Sole, J. (2001), op. cit., p. 515.
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ello, una correcta y adecuada motivación se presenta como paradigma de la calidad 
de las Administraciones Públicas y de la buena administración.

Sensu contrario cabría afirmar que el incumplimiento de una adecuada motiva-
ción o su propia omisión conlleva a su vez un comportamiento con el que no se ha 
cumplido los objetivos legalmente encomendados y que arrastra un contra naturam 
de la Administración. La legalidad debe ser siempre el referente que permita evaluar 
la legitimidad de la conducta administrativa y cuando la conducta, activa u omisiva, 
no sea respetuosa con el estándar de actuación previsto por el ordenamiento se está 
ante un supuesto de mala administración en el que se acoplan variadas modalidades, 
como lo es la inactividad administrativa 5.

El incumplimiento del deber de motivar las decisiones administrativas debido 
a una ausente motivación o realización defectuosa puede tildarse como una mani-
festación de inactividad administrativa, pues no solo es necesario para que ésta se 
produzca una pasividad total de la Administración, sino también que la Administración 
realice algún tipo de actividad que no sea desde una perspectiva jurídica suficiente 
para cumplir con las obligaciones establecidas en el ordenamiento jurídico.

Al hilo de todo lo expuesto, se puede afirmar que la conducta negligente de la 
Administración deriva finalmente en un supuesto de inactividad formal singular al 
producirse en el seno de un procedimiento administrativo en el que el defecto de 
una ausente o anómala motivación puede darse tanto durante la tramitación del 
procedimiento, si la motivación consiste en la remisión a informes, dictámenes o 
propuesta de resolución, como una vez finalizado éste, si la motivación va en el texto 
de la resolución. En éste último supuesto sería conveniente delimitar la inactividad 
que se produce a raíz de la falta o defecto de la motivación de la inactividad generada 
por falta de resolución expresa que en sí también arrastraría la falta de motivación 6.

 2.2. LA FALTA DE MOTIVACIÓN COMO INDICIO DE ARBITRARIEDAD

En ciertas ocasiones la falta de motivación conecta con los vicios de legalidad 
como ocurre en aquellos supuestos en los que se ejerciten potestades de carácter 
discrecional y la motivación se considera un requisito esencial de los actos discre-
cionales a fin de controlar una eventual arbitrariedad. En tales casos, al no estar 
predeterminada la solución final en el ordenamiento jurídico y la Administración 
disponer de un amplio margen de actuación para que la solución finalmente elegida 
 5. Sobre el concepto mala administración de origen anglosajón el Defensor del Pueblo Europeo 

entiende que se produce cuando «un organismo público no obra de conformidad con las normas 
o principios a los que debe obligatoriamente atenerse». Vid. también gómez Puente, M. (2011): 
La inactividad de la Administración, 4.ª ed., Aranzadi, pp. 59-74.

 6. Sobre la distinción entre inactividad formal e inactividad material destaca nieto gARcíA, A. 
(1962): «La inactividad de la Administración y el recurso contencioso administrativo», RAP, 
núm. 37, pp. 75-126 y nieto gARcíA, A. (1986): «La inactividad material: veinticinco años des-
pués», Documentación Administrativa, núm. 208, pp. 11-64; a las que se sucedieron valiosas 
aportaciones, entre otras, gómez Puente, M. (2011), op. cit., pp. 139-150 y AguAdo i cudolA, V. 
(2001): El recurso contra la inactividad de la Administración, Marcial Pons.
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sea la que permite atender el interés general del modo más satisfactorio, se con-
trola su actuación exigiendo a la propia Administración que motive tales decisiones 
expresando las razones o criterios que las sustentan. El estudio de la motivación en 
el control de legalidad de los actos administrativos discrecionales es innegociable.

Algunos autores como Fernández Rodríguez consideran que la motivación es 
un elemento central en la distinción entre las decisiones administrativas arbitrarias 
y las que no lo son y que la ausencia o insuficiencia de la motivación implica ya la 
existencia de una decisión basada en la exclusiva voluntad de quien la adopta y, por 
tanto, arbitraria.

El hecho de atribuir a la falta de motivación una consecuencia tan rígida como la 
arbitrariedad debe admitirse con cierta cautela pues tal operación puede ocasionar 
confusión al asimilar el vicio formal y el vicio sustancial equiparando la motivación 
con los motivos.

A veces un acto que adolece de falta de motivación es también arbitrario, pero 
no lo es por esta ausencia, sino porque además adolece de otra falta que son los 
motivos. Si un acto carece de motivación y no de motivos, tal defecto formal acarrea 
la anulabilidad si causa indefensión al interesado o no se permite alcanzar el fin. El 
acto no es arbitrario, aunque adolezca de un vicio formal. Ahora bien, si la falta de 
motivación no va acompañada de los motivos que justifiquen la decisión adoptada, 
ni referencia alguna a ellos en el expediente, a su vez el acto, aparte de incurrir en 
un vicio formal, incurre en un vicio de legalidad por vulnerar el artículo 9.3 de la CE 
(RCL 1978, 2836) y, por lo tanto, el acto es arbitrario.

En virtud de ello, cuando la falta de motivación es absoluta, se omite la mani-
festación formal externa y se carece de justificación y aparte de resultar viciado el 
acto y tener efecto invalidante por tal defecto formal, ésta falta de motivación supo-
ne un indicio de arbitrariedad, que se confirmará o salvará en el curso del proceso 
contencioso-administrativo 7.

 2.3. LA FALTA DE MOTIVACIÓN COMO INDICADOR DEL EXCESO DE 
PODER

En la actuación administrativa, la correspondencia entre el fin perseguido por 
el legislador y el que la Administración pretenda satisfacer debe ser total, sin fisu-
ras, por lo que el abandono o separación de este fin comporta un vicio de carácter 
sustancial que inválida la actuación administrativa. Esta causa de ilegalidad del acto, 
denominada desviación de poder, significa el ejercicio de potestades administrativas 
para fines distintos de los previstos por las normas jurídicas que las confieren 8.

Independientemente del valor que se le otorgue al elemento teleológico y recor-
dando la opinión de algún autor que entiende que la actuación administrativa gira 
 7. deSdentAdo dARocA, E. (2009), op. cit., p. 87.
 8. chinchillA mARín, C. (1989): La desviación de poder, Civitas.
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en torno a tal elemento al considerar que el fin perseguido por la Administración 
pública en su actuación condiciona su legalidad siendo un elemento decisivo para su 
enjuiciamiento, cabe afirmar que no es indiferente el relevante papel que adquiere la 
motivación tanto para una exacta apreciación del vicio de desviación de poder como 
en la reducción de la inmunidad jurídica de la discrecionalidad, considerándose como 
«un instrumento preciosísimo en manos de los tribunales» 9.

El reconocimiento del fin como elemento vertebrador de la actuación adminis-
trativa y de la motivación como instrumento de control, no debe provocar confusión 
en cuanto a considerar que el defecto de ésta constituya un exceso o desviación de 
poder. Pues como ya se ha apuntado, el apartamiento del fin constituye el vicio de 
desviación de poder, y la motivación al exteriorizar entre otros, los motivos, ayuda 
a esclarecer si se adecua o no al fin previsto en la norma.

Aunque la falta o insuficiencia de la motivación es extraña al exceso de poder, no 
hay inconveniente en admitir que tal defecto constituye exceso de poder siempre 
que no se olvide, como argumenta Martín Retortillo, que «la ilegitimidad reside en 
los motivos», entendiendo que la motivación en relación con el exceso de poder no 
tiene otra funcionalidad que la de ser «posible vehículo para que aquél pueda ser 
aprehendido, en cuanto exterioriza los motivos» 10.

La falta o insuficiencia de la motivación no constituye un vicio de poder, sino un 
indicador pues tal vicio se infiere de los motivos que forman parte fundamental de 
la propia motivación.

A modo de recapitulación, y en relación a la falta de motivación y su conexión con 
los dos vicios de legalidad tratados, la arbitrariedad y la desviación de poder, podemos 
afirmar que la falta de motivación no implica la arbitrariedad del acto ni constituye 
desviación de poder. Tanto la arbitrariedad como la desviación de poder son vicios 
que afectan a la legalidad del acto, a su sustancia, en un caso a los motivos y en otro 
al fin. Y ambos elementos, los motivos y el fin, son parte integrante de la motivación, 
pero son escindibles. De ahí la importancia de la motivación como requisito formal 
cualificado que nos traslada, a través de los motivos y del fin, la transparencia de la 
actuación administrativa y ayuda a despejar de ella toda posible duda de la presencia 
de vicios como la arbitrariedad y la desviación de poder.

 3. EN PARTICULAR, LA FALTA DE MOTIVACIÓN COMO VICIO DE 
FORMA

El propio ordenamiento jurídico relativiza el incumplimiento administrativo gra-
duando las infracciones del derecho sin otorgarles los mismos efectos a todas ellas, 
por cuanto todas las infracciones ni son constitutivas de invalidez ni todas las que 
lo son tienen las mismas consecuencias. El mero hecho de infringir la normativa 
expuesta en el ordenamiento comporta una actuación no realizada como el Derecho 
 9. de lA vAllinA velARde, J. L. (1967), op. cit., p. 84.
 10. mARtín RetoRtillo BlAnqueR, S. (1954), op. cit., pp. 129-30.
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exige, una ilegalidad susceptible de determinados efectos. Tal situación no siempre 
arrastra un carácter invalidante. Para el legislador que, en determinadas ocasiones, 
decide no atribuir a la infracción esa relevancia, como ocurre en el supuesto de las 
ilegalidades identificadas con defectos formales.

 3.1. LOS VICIOS DE FORMA EN EL DERECHO ADMINISTRATIVO: 
RECONSIDERACIÓN DE LA MOTIVACIÓN COMO 
REQUISITO FORMAL DEL ACTO ADMINISTRATIVO Y SU 
MULTIFUNCIONALIDAD

La forma desempeña una función de capital importancia, no solo como medio 
que dota de certeza a los actos de un determinado órgano, sino también como téc-
nica que garantiza que se constituya de manera correcta la voluntad de los órganos 
que ejercen potestades públicas. La forma constituye una garantía de legalidad de 
la actuación administrativa 11.

El tratamiento de los vicios de forma en el Derecho Administrativo se presenta 
de forma variable. Sus comienzos están marcados por un acusado formalismo en 
los que las infracciones de la forma se consideraban como vicios de orden público 
y asimilando recientemente en la gran mayoría de los supuestos tales vicios como 
meras irregularidades no invalidantes. Esta dual reflexión de este tipo de vicios se 
debe, entre otros, al alcance que ha tenido la función de garantía atribuida a la forma 
en la evolución del Derecho Administrativo. Mientras en un primer momento la 
garantía formal se circunscribe únicamente en favorecer y proteger los derechos e 
intereses de los particulares, en la actualidad debe también garantizar la realización 
del fin público que determinó la actuación de la Administración. Por tanto, el alcance 
de la función garantista de la forma absorbe los distintos intereses implicados, tanto 
los públicos como los privados.

Beladíez Rojo le otorga a la forma un valor en la medida que se presenta como 
necesaria para conseguir el fin que a través de ella se pretende alcanzar; un fin que 
no solo refiere al específico, al directamente perseguido con la declaración en la 
que el acto consiste, sino también a todas aquellas finalidades que indirectamente 
se persiguen con su emisión. Acorde con ello, la motivación no debe ser tratada 
como un elemento de forma simple, sino como un elemento formal cualificado que 
mantiene conexiones muy cercanas al carácter sustancial o de fondo del acto con el 
que a veces genera cierta confusión 12.
 11. En términos generales von iheRing, R. (2011): El espíritu del Derecho Romano, Comares, des-

taca el valor de la forma en el Derecho y en concreto, en el ámbito del Derecho Administrativo 
nieto, A. (1986): Estudios históricos sobre Administración y Derecho Administrativo, INAP; de lA 
olivA, J. (1963): Los vicios de forma del acto administrativo, Estudios administrativos; FeRnández 
RodRíguez, T. R. (1970): La doctrina de los vicios de orden público, Instituto de Estudios de la 
Administración Local.

 12. BelAdíez Rojo, M. (1994), op. cit., p. 131.
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El recuerdo de las diferentes y variadas finalidades de la motivación que se expu-
so en el capítulo segundo es significativo para presentarla como un requisito formal 
cualificado, con un carácter multifuncional. Con ello, se aspira tanto a garantizar 
la legalidad de fondo de la resolución, la defensa de los derechos del administrado 
como el cumplimiento de otros fines públicos que pueden verse de manera indirecta 
afectados por el acto administrativo, como la opinión pública, transparencia admi-
nistrativa y la seguridad jurídica.

El hecho de retomar en este punto la cuestión de la naturaleza de la motivación 
dependiendo si se considera como requisito formal strictu sensu o si se admite sin 
reservas su carácter sustancial, adquiere cierta relevancia a efectos de atribuir la 
sanción correspondiente por el vicio cometido, pues las consecuencias serán ine-
vitablemente diferentes si tratamos la motivación como vicio formal o sustancial.

 3.2. LA IMPOSIBILIDAD DE ALCANZAR EL FIN Y LA INDEFENSIÓN 
COMO PRESUPUESTOS DELIMITADORES DEL DEFECTO DE 
FORMA

De la teoría general del acto, en concreto de lo relativo a la validez, resulta que 
un acto administrativo que no cumple los requisitos jurídicos legalmente establecidos 
e incurre en una infracción del ordenamiento jurídico no es válido. La invalidez es la 
sanción jurídica general que corresponde a tales actos como contrarios a Derecho.

En una primera aproximación puede afirmarse que el acto administrativo caren-
te de motivación o con una presentación anómala o defectuosa de la misma está 
impregnado de un vicio formal que configura al acto como inválido. La LPAC (RCL 
1992, 2512, 2775 y RCL 1993, 246) no atribuye la misma consecuencia a todos los 
defectos formales, sino que dependiendo del cumplimiento de una serie de presu-
puestos ofrece dos alternativas posibles para su correspondiente sanción: la invalidez 
y la irregularidad.

El estudio de tales presupuestos es fundamental para delimitar la sanción, pues 
las consecuencias jurídicas sobre el acto serán diferentes: en un caso, el defecto 
de forma impide considerar al acto como válido declarándolo anulable y en otro, el 
vicio al ser de escaso relieve y poca entidad, repercute en el acto como una mera 
irregularidad.

La falta o defecto de motivación del acto administrativo se constituye como 
requisito formal un vicio invalidante del acto, en los supuestos que tal defecto formal 
impida que el acto pueda alcanzar su fin o diera lugar a indefensión de los interesados 
según se desprende del tenor literal del artículo 48.2 de la LPAC.

Con respecto al primero de los criterios que utiliza el legislador, el fin a alcanzar, 
se deja entrever ciertas fisuras interpretativas a raíz de la simple y escueta expre-
sión con que lo referencia, y plantea la cuestión de cómo ha de ser dicho fin. ¿Un 
fin genérico como lo es el satisfacer los intereses generales? O ¿se refiere al fin 
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concreto y específico previsto en la norma que atribuye la potestad pertinente a la 
Administración y le habilita? ¿Existe solo un fin o varios?

Queda claro y no da lugar a duda que el hecho de atribuir a la norma, la potestad 
para la consecución de un fin, obliga al acto administrativo a adecuar su contenido 
al fin previsto en la norma. Por ello, un defecto de forma que afecta al fin que con el 
contenido del acto administrativo se pretende alcanzar, hará que se declare anulable el 
acto en sí. Pero a la Administración también puede se le pude encomendar satisfacer 
otros fines públicos tan relevantes como el previsto en la norma y, entonces, como 
apunta Beladíez Rojo será necesario comprobar si la norma atributiva de potestad 
además de habilitar a la Administración para dictar un acto administrativo persigue 
otros fines que solo a través del cumplimiento del requisito formal se puede llegar 
a conseguir 13. Si ello fuera así, habrá que comprobar a su vez si el defecto de forma 
afecta a esos otros fines distintos de los directamente perseguidos por el conteni-
do del acto administrativo, lo que en cualquiera de los supuestos supone volver a 
conectar la motivación con el elemento teleológico del propio acto.

El legislador otorga al vicio de forma un mayor alcance al vicio de forma sancio-
nando con la invalidez no solo aquellos actos cuya legalidad de fondo pudiera verse 
afectado por la infracción formal, sino también «aquellos otros supuestos en los que 
el fin del acto no pueda cumplirse aun siendo su contenido ajustado a la legalidad» 14. 
Y aquí, es fundamental el papel tan importante que adquiere la motivación.

La motivación, como se expuso en el capítulo correspondiente, tiene asignada 
una serie de finalidades que como elemento formal del acto persigue, fundamentadas 
la mayor parte en principios constitucionales y que se entrelazan, a su vez, con el 
fin concreto que persigue el acto. Si el defecto en la motivación impide que el fin 
concreto del acto se consiga, tal hecho arrastra la anulabilidad del acto, pero también 
el hecho de que el defecto impida satisfacer las diferentes finalidades que pretende 
la motivación, pues de manera indirecta afecta a esos otros fines públicos colaterales 
que pretende también la propia resolución administrativa. Aun así, la consecuencia 
del incumplimiento de la motivación como exigencia formal variará en función de la 
finalidad perseguida por la motivación.

En aquellos supuestos que la motivación como exigencia formal no pretende 
otra cosa que garantizar la legalidad material o de fondo de la resolución, su incum-
plimiento determinará la invalidez si el contenido del acto es discrecional, pues 
su finalidad es garantizar que la decisión adoptada por la Administración es la más 
oportuna para los intereses públicos. El incumplimiento de la motivación, en tales 
casos determina siempre la invalidez del acto, incluso en los casos que el contenido 
material del acto administrativo no vulnere norma jurídica alguna. En cambio, si se 
tratara de un acto reglado, dicho incumplimiento carece de fuerza invalidante.

La exigencia formal de la motivación contribuye a garantizar la defensa de los 
administrados por parte de la propia Administración, ocasionando su omisión un 
 13. BelAdíez Rojo, M. (1994), op. cit., p. 133.
 14. BelAdíez Rojo, M. (1994), op. cit., p. 132.
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grave perjuicio al no tener los interesados la oportunidad de demostrar su ilegalidad 
y defender sus derechos e intereses, en especial en los actos de gravamen. Por ello, 
la finalidad defensiva es de tal transcendencia que el legislador incluye la indefensión 
producida por un defecto formal junto a la imposibilidad de alcanzar el fin, como el 
segundo de los presupuestos que de darse anulan al acto administrativo.

La primera precisión refiere a la interpretación del término indefensión, el cual ha 
ocasionado diferencias doctrinales y jurisprudenciales. El precepto legal no se refiere 
a la indefensión producida por no tener el interesado acceso a los Tribunales, y ver 
mermado o lesionado el derecho a la tutela judicial efectiva, sino por la indefensión 
generada durante la tramitación de un procedimiento administrativo, el derecho de 
defensa ante la Administración. Se entiende por indefensión aquella «situación que 
queda el titular de un derecho o interés discutido cuando se ve imposibilitado para 
obtener o ejercer los medios legales suficientes para su defensa y el administrado ha 
sido privado de la facultad de introducción en el expediente de los elementos fácti-
cos o jurídicos de la oposición que la Administración debía tener en cuenta antes de 
producir el acto definitivo» 15. Por ello, sancionando con la invalidez a todos aquellos 
actos que hayan incurrido en una infracción formal que haya situado al interesado en 
una situación de indefensión frente a la Administración se aseguraría la efectividad 
del derecho de defensa ante la Administración Pública.

El tema en cuestión es si la ausencia o insuficiencia de la motivación ocasiona 
indefensión pues, aunque se dé la formal ausencia de motivación si no se priva 
al recurrente de su defensa no se considera el acto inmotivado 16. Si así fuera, la 
indefensión en el procedimiento administrativo puede a su vez vulnerar alguno de 
los derechos que contiene el artículo 24 de la CE (RCL 1978, 2836), en cuyo caso el 
vicio en que se incurre es de nulidad absoluta y no de mera anulabilidad.

La ausencia de motivación puede ser un vicio invalidante si el interesado se ha 
visto imposibilitado para conocer las razones que han conducido a la Administración 
a dictar el acto generando indefensión y, si no fuera así, se considera como una mera 
irregularidad no invalidante.

El deslinde de ambos supuestos se ha de hacer, como apunta una consolidada 
jurisprudencia, «indagando si realmente ha existido una ignorancia de los motivos 
que fundamentan la actuación y si el interesado ha visto mermada su posibilidad 
de defensa» 17. La diferencia entre el vicio invalidante y la mera irregularidad se 
resuelve analizando si se ha cumplido o no la finalidad que justifica la exigencia de 
motivación. Una de ellas refiere a si el destinatario haya llegado a tener conocimiento 
de las razones de la decisión adoptada por la Administración, pues solo si se conocen 
 15. STS 2 abril 1980 (RJ 1980, 2294).
 16. STS 25 enero 2000 FJ 2 Rec. 1341/1994.
 17. STS 27 enero 2003 (RJ 2003, 2003) Rec. 2661/1998; STS 29 julio 2002 (RJ 2002, 7385) Rec. 

7180/1996 FJ 4; STS 3 abril 1990 (RJ 1990, 3576) FJ 2.
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tales razones pueden impugnarse 18. A su vez, debe evaluarse si se le ha situado o 
no en una zona de indefensión por limitación de su derecho de defensa 19.

En resumen y atendiendo al supuesto concreto en cada caso, se produce la 
anulabilidad si la falta de motivación del acto genera una ignorancia de razones 
que fundan la actuación administrativa dificultando su impugnación o disminuyendo 
las posibilidades de defensa. En cambio, si el administrado conoce claramente los 
fundamentos de la decisión de la Administración o ha tenido la posibilidad de saber 
cómo se conformó la voluntad administrativa para poder impugnarla criticando sus 
bases, aunque no se hayan explicitado razones en la resolución, se estará entonces 
ante un supuesto de irregularidad no invalidante.

 3.3. LA INVALIDEZ VERSUS IRREGULARIDAD: DUELO DE CATEGORÍAS 
ANTE EL INCUMPLIMIENTO DE LA MOTIVACIÓN

En nuestro Derecho, salvo cuando se prescinda total y absolutamente del proce-
dimiento establecido y en aquellos supuestos en los que la infracción de alguna de las 
formalidades se cumplan los presupuestos anteriormente estudiados, la imposibilidad 
de alcanzar el fin o fines que el ordenamiento pretende conseguir a través de ella o 
su falta dé lugar a indefensión de los interesados, las ilegalidades de forma no tienen 
fuerza invalidante. En vista de lo cual, ante el incumplimiento de la exigencia formal 
de la motivación y delimitadas tales premisas, es preciso exponer en primer lugar, 
si tales premisas se cumplen, el grado de invalidez que corresponde a la infracción 
formal cometida tanto en términos generales como en supuestos excepcionales y 
en segundo lugar, si no se cumplen, la irregularidad carente de fuerza invalidante 
que se le otorga.

 3.3.1. La regla general: vicio de anulabilidad

En la mayoría de los supuestos, la falta de motivación o una manifestación defec-
tuosa que cause indefensión o que impida alcanzar el fin del acto, tanto el previsto 
como los colaterales que pudiera perseguirse, genera la invalidez del acto con el 
grado de anulabilidad del mismo. Aunque la anulabilidad es la consecuencia general 
de tales infracciones del ordenamiento jurídico, hay que ser cautos en mantener tal 
afirmación debido tanto a la posición que tiene la Administración como gestora de 
los intereses públicos y las prerrogativas que la ley le otorga para el cumplimiento 
de sus fines como la presunción de validez que gozan los actos administrativos, que 
al ser iuris tantum podrá ser destruida mediante el ejercicio de acciones, recursos 
y procedimientos que permitan declarar la invalidez. Tampoco debe olvidarse el 
hecho que si una vez intentada la corrección del defecto o anomalía en la motivación, 
la indefensión sigue produciéndose y la imposibilidad de conseguir el fin es clara y 
manifiesta, la apuesta por declarar anulable el acto no tiene vuelta atrás.
 18. STS 15 enero 2009 (RJ 2009, 467) Rec. 329/2005 FJ 2.
 19. STS 1 octubre 2008 (RJ 2008, 5611) Rec. 86/2005 FJ 3.
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En principio, si solo se ha producido un defecto de forma como la falta de la 
motivación o su manifestación defectuosa, se anula el acto y no siempre se acuerda 
«la retroacción de actuaciones administrativas a fin de que por la Administración se 
proceda a dictar nueva resolución ajustada a derecho» 20.

En los procesos selectivos que dan lugar a valoraciones de pruebas con una 
mera calificación numérica se entienden, en gran parte de los supuestos, que existe 
falta de la debida motivación, en base a que esa calificación no se sustenta en juicios 
concretos, en especial cuando el interesado procede a su revisión. Se exige por ello, 
en tales situaciones, a los miembros del Tribunal de calificación que ofrezcan una 
motivación adecuada y suficientemente justificada de los criterios seguidos en el 
otorgamiento de las puntuaciones, en los términos de la Convocatoria y en la forma 
reclamada por el interesado 21. Así en un supuesto concreto de acceso al cuerpo 
superior de letrados del Tribunal de Cuentas se anula la resolución administrativa 
ordenando la retroacción de actuaciones al momento oportuno a fin de que por parte 
de los miembros del Tribunal de la Selección competente se lleve a cabo la motivación 
suficiente de las calificaciones otorgadas al actor en el tercer ejercicio de la prueba 
selectiva que nos ocupa, según hemos indicado, con otorgamiento al recurrente del 
trámite de puesta de manifiesto de la totalidad del expediente administrativo, en su 
caso 22. En este contexto adquiere especial importancia los supuestos en los que se 
anule un acto por falta o defecto en la motivación, pero son favorables para terceras 
personas y se acota la retroacción de las actuaciones en el procedimiento al momento 
inmediatamente anterior a la celebración de la prueba para que el órgano calificador 
pueda volver a evaluar y se continúe con el proceso selectivo  23.

Por otra parte, merece la pena recordar los supuestos relativos a los actos admi-
nistrativos en el ejercicio de potestades discrecionales y la consiguiente conflictividad 
de la motivación exigida, en especial en nombramientos de carácter discrecional, 
para contemplar qué solución optan los órganos jurisdiccionales ante la presencia 
de defectos formales como la carencia o realización defectuosa de la motivación 
que es necesaria para fundamentar la decisión administrativa discrecional. En los 
procedimientos selectivos de nombramientos judiciales, en concreto de adjudicación 
de plaza de magistrados, la emisión del informe de la Comisión de calificación que 
valora el mérito y la capacidad de los aspirantes conforme a los criterios que la propia 
Comisión crea idóneos para el cargo de que se trate es un trámite nuclear, esencial 
el que constituye la motivación, de ahí que su omisión repercute en la insuficiencia 
de la motivación de la decisión sobre la adjudicación de la plaza, resultando de esta 
irregularidad formal un vicio procedimental con trascendencia invalidante, por privar 
a esa decisión de un elemento indispensable para alcanzar el fin que le es propio con 
la consiguiente retroacción de actuaciones a fin de que se cumpla el trámite omitido 
 20. STS 25 septiembre 2023 Rec.444/2021; STS 29 septiembre 2014 (RJ 2014, 4855) Rec. 4045/2011 

FJ 3.
 21. STS7 marzo 2025 Rec. 4182/2022 FJ 7; STS 4 junio 2014 (RJ 2014, 3380) Rec. 376/2013 FJ 5; 

STS 18 diciembre 2013 (RJ 2013, 8214) Rec. 3760/2012 FJ 6; STS 2 marzo 2011 (RJ 2011, 2267) 
Rec. 3512 /2008 FJ 5.

 22. STS 10 abril 2012 (RJ 2012, 5182) Rec. 183/2011 FJ 5.
 23. STS 27 enero 2022 Rec. 8179/2019 FJ 8.
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de informe de la Comisión de Calificación 24. Esta sentencia tiene la peculiaridad 
de que tuvo votos particulares en torno a la motivación que no la consideran con 
fuerza invalidante 25.

 3.3.2. Supuestos de nulidad de pleno derecho

En determinadas situaciones la invalidez del acto declarada a raíz del incum-
plimiento de la motivación no se cataloga con la anulabilidad, sino con la categoría 
más grave e intensa que existe: la nulidad. Nada más aprobarse la LRJPAC (RCL 
1992, 2512, 2775 y RCL 1993, 246) hubo algún pronunciamiento doctrinal acerca 
de la existencia de un posible caso en que la falta de motivación podría generar la 
nulidad de pleno derecho del acto, en concreto la imposición de sanciones mediante 
resolución no motivada 26.

Aunque como regla general la indefensión solo produce la anulabilidad del acto 
administrativo, si se vulneran algunos de los derechos comprendidos en el artículo 24 
de la CE (RCL 1978, 2836) conforme a la jurisprudencia del Tribunal Constitucional 
el vicio en que se incurre será de nulidad absoluta y no de mera anulabilidad, así 
cuando la indefensión tiene lugar en un procedimiento sancionador 27.

Como afirma la doctrina, la indefensión administrativa tiene alcance constitucio-
nal en solo dos supuestos: uno, cuando la Administración impide la falta de acceso a 
la jurisdicción contencioso administrativa y dos, cuando se trate del procedimiento 
sancionador, en el que cualquier indefensión tiene el aludido alcance 28. En relación 
a este último supuesto, la indefensión producida por la falta de motivación arrastra 
la nulidad absoluta de la resolución sancionadora adoptada 29.

Como primer bloque de materias que, ante la falta de motivación denotan la 
nulidad de sus actuaciones y no dan lugar a dudas ni a dobles interpretaciones son 
las que afectan a derechos fundamentales. De forma concreta, en relación a las 
resoluciones que establecen los servicios mínimos aplicables a una convocatoria de 
huelga el Tribunal Constitucional ha manifestado que el acto por el cual se determina 
dicho mantenimiento ha de estar adecuadamente motivado, pues tal determinación 
puede comportar graves consecuencias como la restricción de derechos fundamen-
tales constitucionalmente garantizados. La motivación que se exige a la autoridad 
 24. STS 22 enero 2008 (RJ 2008, 586) Rec. 259/2004 FJ 5; STS 30 noviembre 2006 (RJ 2006, 9903) 

FJ 5 y 6; STS 27 noviembre 2006 Rec. FJ 4; STS 29 mayo 2006 (RJ 2006, 3053) Rec. 309/2004 
FJ 7.

 25. Los magistrados Don Óscar González González, Don Agustín Puente Prieto, Don Juan Gonzalo 
Martínez Micó y Don Emilio Frías Ponce a la sentencia dictada en el recurso núm. 309/2004.

 26. domingo zABAlloS, M. J. (1993), op. cit., p. 4345.
 27. STC 18/1981, STC 262/1988; STC 291/2000.
 28. AlonSo mAS, M.J. (1998): La solución justa en las resoluciones administrativas, Tirant lo Blanch; 

gAmeRo cASAdo, E. y FeRnández RAmoS, S. (2024), op. cit., p. 605.
 29. SAN 2 febrero 2010 (RJCA 2010, 226) Rec. 150/2006 FJ 5; STSJ (And.) núm. 680/2003 de 10 

marzo FJ 3; STSJ (C. Valenciana) núm. 1025/2001 de 27 de junio; STSJ (Galicia) núm. 414/2001, 
de 2 de marzo; STSJ (Navarra) núm. 186/2001 de 1 febrero; STSJ (Extremadura) núm. 793/2000 
de 24 de mayo.
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competente para establecer los servicios mínimos que aseguren el mantenimiento 
de los que son esenciales para la comunidad no equivale a cualquier justificación que 
acompañe a la resolución que los fije o que pueda extraerse del expediente, sino que 
ha de contemplar las circunstancias específicas de la huelga de que se trate, justifi-
cando en relación con ella los concretos servicios que se disponen. Por ello coinciden 
tanto el Tribunal Constitucional como el Tribunal Supremo en reiterar y subrayar 
que la motivación de los servicios mínimos se trata de un requisito indispensable 
sin el cual la resolución en cuestión incurre en causa de nulidad 30.

De igual forma, en el ámbito de extranjería se declara la nulidad del acto carente 
de motivación y, en ocasiones, se acuerda «la retroacción de actuaciones adminis-
trativas a fin de que por la Administración se proceda a dictar nueva resolución 
ajustada a derecho» 31.

Pese a la reticencia de la jurisprudencia a declarar nulas las resoluciones adminis-
trativas carentes de motivación, en el ámbito sancionador se observa la declaración 
de nulidad como sanción ante tal infracción formal. El contenido de la motivación 
de las resoluciones sancionadoras, como se expuso anteriormente, refiere a una 
serie de elementos como la valoración de las pruebas practicadas, y especialmente 
de aquellas que constituyan los fundamentos básicos de la decisión, los hechos y, en 
su caso, la persona o personas responsables, la infracción o infracciones cometidas 
y la sanción o sanciones que se imponen, o bien la declaración de no existencia de 
infracción o responsabilidad. Los Tribunales se muestran exigentes con respecto a 
la inclusión de todos ellos; así con respecto a la declaración de los hechos probados 
entendiendo que la falta de consignación de los hechos probados en una resolución 
sancionadora es causa de nulidad de las resoluciones al ser susceptibles de causar 
indefensión a los interesados 32. También declaran que se estaría ante una ausencia 
de motivación en aquellos supuestos en que no se determine en la resolución san-
cionadora la norma en que se encuadra la conducta descrita 33.

Aunque la jurisprudencia es poco proclive para declarar nulo un acto por falta 
de motivación, ello no significa que sean escasas las revisiones de los actos que 
soliciten la nulidad de las actuaciones en base a la falta de motivación, lo que ocurre 
es que finalmente el órgano jurisdiccional después de valorar y estudiar las distintas 
pretensiones y circunstancias que rodean al caso estiman procedente la anulación 
del acto frente a la nulidad.
 30. STS 5 febrero 2025 Rec. 1390/2024; STS 11 enero 2024 Rec. 894/2023; STS 16 octubre 2023 Rec. 

953/2023; STS 13 noviembre 2013 (RJ 2014, 137) Rec. 4045/2010 FJ 3; STS 8 marzo 2013 (RJ 
2013, 2545) Rec. 3517/2011 FJ 4; STS 26 diciembre 2012 (RJ 2013, 1183) Rec. 27/2012; STS 
24 octubre 2011 (RJ 2012, 1447) Rec. 974/2010 FJ 5; STS 20 octubre 2011 (RJ 2012, 153) Rec. 
885/2009 FJ 3; STS 12 abril 2011 (RJ 2011, 3203) Rec. 4995/2008; STS 17 febrero 2010 (RJ 2010, 
1528) Rec. 2535/2008.

 31. STS 22 noviembre 2024 Rec. 8120/2019; STS 18 septiembre 2023 Rec. 5250/2021; STS 5 octu-
bre 2022 Rec. 270/2022.

 32. STS 23 mayo 2023 Rec. 5250/2021; STS 18 abril 2005 (RJ 2005, 4189) Rec. 86/2004 FJ 1.
 33. STSJ (Val.) núm. 456/2011, 3 junio 2011 FJ 3.
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 3.3.3. Supuestos de irregularidad no invalidante

En ocasiones, un acto carente de motivación o dictado con una motivación defec-
tuosa se puede entender como una simple infracción formal con carácter menor y de 
escasa entidad calificada con la categoría de irregularidad que no confiere carácter 
invalidante. En tales situaciones no conduce a la eliminación del acto, siempre y 
cuando, en virtud del artículo 48.2 de la LPAC (RCL 1992, 2512, 2775 y RCL 1993, 
246), dicho vicio meramente formal no genere indefensión a los interesados o no le 
suponga un requisito indispensable para que el acto alcance su fin. En base al carácter 
antiformalista del régimen del procedimiento administrativo como al principio de 
economía procedimental, carece de sentido declarar anulable por defectos de forma 
actos que subsanado el defecto volverían a dictarse con el mismo contenido 34.

Aunque en determinados asuntos se insiste en declarar que la falta de motiva-
ción no se considera como una mera irregularidad de carácter no invalidante 35, se 
observa en otros que, pese a reconocerse de forma expresa «la infracción del deber 
de motivación en la resolución final», se entiende que no procede a la anulación del 
acto por producirse la subsanación al resolver el recurso administrativo posterior y 
no causar indefensión al afectado. El Tribunal declara explícitamente que se produjo 
una irregularidad no invalidante que no determina la anulabilidad del acto adminis-
trativo por infracción del ordenamiento jurídico 36.

De igual forma en otro asunto relativo a una resolución desfavorable carente 
de motivación emitida por un Colegio de Abogados por negligencia profesional se 
entiende dicha ausencia como un defecto formal que al no causar indefensión al 
interesado se ha de consignar como una irregularidad que no invalida a la decisión 
administrativa efectuada 37.

Por otra parte, las actuaciones administrativas extemporáneas como los actos 
administrativos dictados con exceso del plazo de resolución constituiría, otro 
supuesto de acto irregular, si de la naturaleza del término o plazo no resultara su 
anulabilidad. Su alusión en este momento refiere por el hecho de diferenciarlo del 
supuesto de la motivación tardía, pues en el acto tardío la motivación se ha dado 
y puede que correcta, pero se ha manifestado tarde debido a que el acto se dictó 
de manera extemporánea. En cambio, en la motivación tardía, se ha incumplido el 
deber de fundamentar la decisión en el plazo, la motivación se ha aplazado y no ha 
permitido informar al interesado de las razones que fundamentan la decisión oca-
sionándole serios perjuicios, tal como tendremos ocasión de comprobar en líneas 
posteriores.

 34. meSegueR yeBRA, J. (2002): Las irregularidades no invalidantes de los actos administrativos, 
Bosch.

 35. STS 29 octubre 2024 Rec. 893/2023 FJ 1; STS 8 julio 2024 Rec. 1251/2023 FJ 4.
 36. STS 26 marzo 2014 (RJ 2014, 2268) Rec. 9/2013 FJ 8.
 37. STSJ (Castilla-La Mancha) núm. 211/2002, 9 julio FJ 2.
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 4. OMISIÓN DE MOTIVACIÓN Y CONSERVACIÓN DE LOS ACTOS 
EN LA CONFIGURACIÓN DEL RÉGIMEN JURÍDICO DE LA 
INVALIDEZ

 4.1. EL PRINCIPIO DE CONSERVACIÓN Y SUS MANIFESTACIONES

La idea de conservación es esencial y consustancial al Derecho que late siempre 
que exista un acto jurídico, cuya presencia se respalda por la doctrina con alusiones 
a variadas expresiones como «pretensión de eternidad» 38, «vocación de supervi-
vencia» 39 o «vertiente estática del Derecho» 40.

La conservación de un acto jurídico se fundamenta tanto en principios jurídicos 
que imponen el mantenimiento de los actos o sus efectos —buena fe, confianza 
legítima, seguridad jurídica y proporcionalidad entre otros— como en el específico 
de conservación. Este plural fundamento deja entrever el diferente alcance de la 
conservación, y así mientras en el primer fundamento aludido carece de todo valor 
la conservación al considerarse un simple resultado, una forma de conseguir que 
se respete el valor que expresa el principio, en el segundo la conservación es en sí 
misma un auténtico valor jurídico siendo necesario conservar el acto porque en sí 
mismo se considera valioso: «el que los actos cumplan el fin al que están destinados 
constituye un valor jurídico» 41.

El principio de conservación, pese a no haber recibido suficiente atención doc-
trinal, se entiende como una expresión más del conocido principio de economía 
procesal con un amplísimo campo de actuación 42, como traducción de la presunción 
de validez 43 y, con un carácter más novedoso, como un fenómeno jurídico de gran 
importancia en la configuración del régimen jurídico de los actos administrativos, 
en lo concerniente a la invalidez y la eficacia de los mismos 44. Beladíez Rojo, pre-
cursora de estas últimas aportaciones ayuda a redescubrir dicho principio y afirma 
que el principio expresa la existencia de «un valor jurídico en conservar todo acto 
 38. meRKl, A. (1980): Teoría general del Derecho Administrativo, ed. Nacional, México, pp. 271 y ss.
 39. villAR PAlASi, J. L. (1952): «El acto confirmatorio», RAP, núm. 8, p. 13.
 40. BelAdíez Rojo, M. (1994), op. cit., p. 42.
 41. BelAdíez Rojo, M. (1994), op. cit., p. 45.
 42. BocAnegRA SieRRA, R. (2005), op. cit., p. 200; gonzález PéRez, J. y gonzález nAvARRo, F. (2012), 

op. cit., p. 1226; gARcíA luengo, J. (2002): La nulidad de pleno derecho de los actos administrati-
vos, Civitas, p. 310.

 43. gARcíA de enteRRiA, E. y FeRnández RodRíguez, T. R. (2024); díez Sánchez, J. J. (1992): El proce-
dimiento administrativo común y la doctrina constitucional, Civitas, Madrid, p. 94.

 44. BelAdíez Rojo, M. (1994), op. cit., p. 64; nieto, A. (1994): Estudio preliminar a la obra de 
BelAdíez Rojo, pp. 9 y ss. En Alemania, HOPPE ha sido el artífice de la elaboración dog-
mática de este Principio, vid. (1996): «Der RechtsgrundsatzderPlanerhaltungalsStruckur-
undAbwägungsprinzip», Abwägung im Recht. También ha sido estudiado desde la óptica iu-
sadministratitvista, díez Sánchez, J. J. (2010): «El principio de conservación de los actos» en 
VVAA: Los principios jurídicos del Derecho Administrativo, La Ley, Madrid, pp. 1.001-1.029; 
domenech PAScuAl, G. (2002): La invalidez de los reglamentos, Tirant lo Blanch, pp. 216-219; 
mARin PAdillA, M.ª L. (1990): El principio general de conservación de los actos y negocios jurídicos 
«utile per inutile non vitiatur».
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capaz de cumplir válidamente los fines que tiene encomendados para garantizar así 
la satisfacción de los intereses de los sujetos jurídicos» 45.

La conservación constituye un concepto presente en el ordenamiento jurídico 
administrativo, y se garantiza y protege por el Derecho siempre que con el mante-
nimiento del acto se alcance un fin que el Derecho considere digno de protección 
y que exista un interés en la consecución de esa finalidad. El acto administrativo, 
pues, se beneficia del principio general de conservación que pretende asegurar que 
cada acto cumpla su función, en la medida de lo posible, incluso si no es conforme a 
Derecho. Esta es una de las peculiaridades de los actos administrativos: la garantía de 
su supervivencia que le procura el ordenamiento jurídico para mantenerlos, incluso 
cuando se encuentren envueltos en supuestos de invalidez 46.

En nuestro derecho positivo, el contenido y alcance del principio de conservación 
de los actos administrativos se recoge en variadas técnicas que se contemplan en los 
artículos 49 a 52 de la LPAC (RCL 1992, 2512, 2775 y RCL 1993, 246) y que suponen 
la explícita formalización en que se sustenta con sus reglas dicho principio y acerca 
de las cuales se ha pronunciado algún autor puntualizando que «ni son todas las que 
están, ni están todas las que son» 47.

La alusión a alguna de las técnicas es imprescindible en este estudio de la moti-
vación, pues la declaración de un acto nulo o anulable debido a la infracción de un 
vicio formal tiene repercusiones en el procedimiento administrativo en el que el 
acto está inmerso. En primer lugar, es significativa la regla prevista en el artículo 
51 de la LPAC relativa al tratamiento de los trámites del procedimiento que se 
desarrollaron correctamente antes de que se cometiera la infracción que provocó 
la invalidez del acto.

El incumplimiento de la motivación si no afecta a los actos de trámite anterio-
res, de manera que su contenido hubiera sido el mismo de no haberse producido 
tal infracción, provoca que con la anulación del acto por falta de motivación se dé la 
retroacción de actuaciones para que se dicte un nuevo acto debidamente motivado. 
El principio de conservación de los actos y trámites y el principio de economía 
recomiendan que solo se ordene la retroacción de actuaciones, no obligando a la 
Administración a repetir todo el procedimiento para después dictar nuevamente una 
resolución, esta vez con motivación suficiente. Ocurre en ocasiones que la decla-
ración de nulidad de actuaciones es una condena en perjuicio del recurrente, por el 
hecho existir además de un vicio de forma, un vicio de fondo. La Administración se 
limita única y exclusivamente a corregir el defecto procedimental, que es lo que la 
declaración de nulidad condena y a dictar un nuevo acto, el cual seguirá siendo en el 
fondo contrario a Derecho, por lo que el destinatario tendrá que iniciar un segundo 
proceso para que sea declarado inválido.
 45. BelAdíez Rojo, M. (1994), op. cit., p. 46.
 46. BelAdíez Rojo, M. (1994), op. cit., p. 48.
 47. domenech PAScuAl, G. (2002), op. cit., p. 217.
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Por otro lado, la declaración de nulidad de un acto no va a determinar siempre la 
anulación total del procedimiento pues en virtud del principio de conservación los 
actos no afectados por la invalidez se entenderán conservados, siendo necesario una 
manifestación expresa para garantizar el principio de seguridad jurídica en el que 
la Administración al reanudar el expediente declare aquellas actuaciones que no se 
vieron afectadas por la invalidez y pueda volver a hacer uso de ellas.

En un supuesto de denegación de una solicitud de permiso de trabajo de un ciu-
dadano extranjero, la sentencia recurrida se limita a pronunciar un fallo anulatorio 
del acto administrativo impugnado, pero no declara situación jurídica individualizada 
alguna a favor del recurrente. Por ello, el órgano jurisdiccional al revisar dicha senten-
cia no duda en combinar dicho pronunciamiento con el carácter del vicio apreciado: la 
insuficiente motivación del acto. Nada impide que, si otras causas ajenas a la cuestión 
no se oponen a ello, la Administración dicte un nuevo acto en el sentido que estime 
procedente, cumpliendo debidamente el requisito de la motivación, y lo haga, en 
virtud del principio de conservación de los actos administrativos, manteniendo los 
ya producidos en el procedimiento que no han sido objeto de anulación 48.

De otra parte, la decisión administrativa carente de motivación o realizada de 
manera anómala puede formar parte de un acto administrativo complejo o compuesto, 
en el que se den varios actos que convergen en una resolución final y definitiva. Si 
tales actos no mantienen una relación de causalidad, pudiendo desgajarse como actos 
independientes, podrán conservarse.

Una última técnica en virtud de la cual el ordenamiento potencia la conservación 
del acto es la convalidación de los actos anulables mediante la subsanación de los 
vicios de que adolezcan, pero por la especial conexión que tiene con la motivación 
se trata en un apartado concreto.

 4.2. LA SUBSANACIÓN DE LA MOTIVACIÓN COMO MEDIO DE 
CONVALIDACIÓN DE LOS ACTOS

El ordenamiento jurídico permite la posibilidad de corregir los vicios o defectos 
en que puede incurrir los actos administrativos generando dos posibles efectos 
diferentes sobre el acto administrativo viciado: su convalidación o su anulación. 
Mientras con la convalidación se elimina el vicio conservándose el acto, en cambio, 
con la anulación, el defecto se corrige eliminando del ordenamiento jurídico, no solo 
la infracción cometida, sino también el acto que será sustituido por otro conforme 
a Derecho. De ahí la importancia de averiguar cuándo la corrección de un vicio o 
defecto exige la anulación del acto o cuándo se puede llevar a cabo dicha corrección 
conservando el acto administrativo originariamente viciado.

La autora Beladíez Rojo, en el estudio que de manera detallada hace de la sub-
sanación, apunta que para saber cuándo la corrección de un defecto determina la 
convalidación o implica la anulación se pueden seguir dos caminos. Uno que consis-
 48. STS 27 enero 2003 (RJ 2003, 2003) Rec. 2661/1998 FJ 9.
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te en analizar cada uno de los posibles vicios que pueden afectar al acto y ver con 
carácter general cuáles son las consecuencias que su subsanación produce sobre el 
acto que lo posee y otro que atiende a los efectos que la corrección del vicio produce 
en el acto administrativo. Su apuesta es por la segunda opción transcrita pues la 
primera, debido a la generalidad del sistema, no la considera de gran utilidad al no 
tener en cuenta la situación concreta creada por el acto. Pese a ello dispensa como 
criterio delimitador el contenido del acto y sostiene que, si la corrección del defecto 
implica una modificación del contenido del acto administrativo, la eliminación del 
vicio conllevará la anulación de ese acto o parte de él y si el defecto se corrige sin 
afectar al contenido del acto, éste se convalida 49.

El análisis del defecto o de la falta de la motivación en sí y las consecuencias 
de su corrección no permite establecer unas pautas generales para todos los actos 
administrativos, pues como ya se ha analizado en otra ocasión la intensidad de la 
motivación en relación a sus diferentes elementos varia y se va modulando en aten-
ción a las circunstancias concretas y al tipo de acto en el que esté inmersa. De ahí la 
dificultad de asignar un efecto individual y concreto ante la posible corrección de la 
falta o defecto en la motivación producida, precisando si el vicio corregido mantiene 
el acto o lo anula, pues en algunos casos, atendiendo a las circunstancias concretas 
y al tipo de acto, será conveniente conservarlo y en otros no.

Por ello, si se tiene presente que un análisis de las circunstancias que rodean al 
acto y un conocimiento particular del acto administrativo en cuestión se ajusta más 
a la realidad, es oportuno realizar una breve referencia de los efectos originados 
por la corrección del vicio originado por la falta de motivación o un cumplimiento 
defectuoso de ella.

 4.2.1. La subsanación de la falta o defecto de la motivación: la omisión 
de un informe preceptivo que sirve de motivación

El legislador reconoce una potestad genérica subsanadora a la Administración. El 
artículo 52 de la LPAC (RCL 1992, 2512, 2775 y RCL 1993, 246) recoge de manera 
concreta a la subsanación de dos vicios concretos: la incompetencia jerárquica y la 
falta de alguna autorización. La mención de estos vicios no excluye al resto de los 
vicios como objeto de subsanación por lo que la técnica convalidatoria de la subsa-
nación podría aplicarse en un principio a los actos carentes de motivación o aquellos 
que la presenten de forma defectuosa. La omisión de tal referencia puede deberse 
a que los vicios que afectan al elemento formal como lo es la falta de motivación o 
su manifestación defectuosa no son fácilmente subsanables.

Como primer apunte a destacar refiere a la restricción que se produce en el 
ámbito de las actuaciones de la subsanación. Para corregir aquellos defectos que 
invaliden el acto con la anulabilidad y poder subsanarlos, la reserva recae solo en 
aquellos vicios que consistan en una motivación defectuosa u omisa que impida 
 49. Sobre el alcance y límites de la subsanación como técnica de convalidación en general vid. 

BelAdíez Rojo, M. (1994), op. cit., pp. 200 y ss.
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alcanzar el fin del acto, u otros colaterales que se persigue, o que cause indefensión. 
Así en el supuesto que no se dieran algunas de estas circunstancias, el vicio no tiene 
fuerza para determinar la invalidez dando lugar a una mera irregularidad, que en 
teoría no es subsanable 50.

Otro detalle que hay que tener presente es el relativo a la finalidad otorgada al 
vicio de forma en cuestión, pues para que éste se subsane es necesario que una vez 
efectuado el trámite formal, si se había omitido, o practicado de forma debida, pueda 
cumplir la finalidad que le es propia.

La mayoría de los pronunciamientos jurisprudenciales son proclives a admitir 
la subsanación en supuestos que se haya producido una falta o defecto de la motiva-
ción manifestando un reconocimiento tanto de forma implícita como explícita 51. No 
obstante, en cualquier caso, la línea de actuación jurisprudencial ha ido acompañada 
de cierta cautela al admitir la subsanación como técnica convalidatoria.

Una situación peculiar y delicada es la subsanación de la omisión de un informe 
preceptivo que sirve de motivación de la resolución; si el informe preceptivo que 
se omite es el que sustenta la motivación, en concreto la motivación in alliunde que 
remite o incorpora los informes en los que basa la decisión administrativa adoptada. 
La conveniencia o no de una subsanación repercute en el interesado que ante el 
desconocimiento y falta de información decide recurrir e iniciar incluso un proceso 
judicial causándole perjuicio la falta de motivación.

En nuestro derecho, vigente la LPA (RCL 1986, 939), no cabía la posibilidad de 
subsanar el vicio de omisión de un informe preceptivo, lo cual era una exclusión 
lógica atendiendo a la finalidad de tales informes y no teniendo sentido un informe 
posterior a la decisión. De manera expresa y rotunda el legislador de 1958 niega la 
posibilidad de subsanar la omisión de informes o propuestas preceptivas —art. 53.5 
LPA—. Una vez aprobada la ley de procedimiento de 1992, autores como Lavilla 
proclamaron que la imposibilidad de convalidación debía mantenerse, y aunque la 
jurisprudencia se mantuvo firme y reiterada con la exclusión, se dio algún que otro 
caso que consideró improcedente la anulación por motivos formales cuando el infor-
me fue incorporado al expediente tardíamente por el hecho de ser positivo, pues se 
alegó que, aunque se hubiere emitido en el momento oportuno el resultado hubiera 
sido idéntico 52.

Al no establecer la LPAC prohibición alguna de subsanar los informes precep-
tivos, puede afirmarse que no existe obstáculo alguno, en principio, que impida 
la subsanación de este tipo de vicios, siempre que sea posible la revisión del acto 
por la Administración. Si el informe coincide con el acto que se recurre, el vicio 
 50. En la práctica se plantea la necesidad de corregir estas irregularidades formales con el fin de 

dotar al acto de seguridad como apunta BelAdíez Rojo, M. (1994), op. cit., pp. 209-210.
 51. STS 29 julio 2002 (RJ 2002, 7385) Rec. 7180/1996 FJ 4; SAN 5 julio 1996 (RJCA 1996, 985) Rec. 

265/1993 FJ 4; STSJ (Val.) núm. 942/2012, de 2 noviembre FJ 3; STSJ (Galicia) núm. 868/2004, 
de 24 de noviembre FJ 3; STSJ (Las Palmas) núm. 289/1998, 6 de marzo FJ 3.

 52. STS 5 enero 1999 (RJ 1990, 331).



Esta monografía aborda un estudio exhaustivo de una materia clásica 
encuadrada en la Parte General del Derecho administrativo. La exigencia 
de la motivación de los actos administrativos constituye una pieza clave 
del Estado de Derecho como garantía ineludible del ciudadano en sus 
relaciones con la Administración y determinante para garantizar la trans-
parencia de la actuación de los poderes públicos. Desde una perspectiva 
sistémica y a partir de un examen minucioso de fuentes bibliográficas 
y jurisprudenciales, la autora ahonda en la dimensión dogmática de la 
motivación, con un encuadre conceptual y con una detallada exposición 
de las diferentes finalidades a las que sirve y los principios jurídicos de 
los que trae causa. A ello se suma, el tratamiento de cuestiones relativas 
al régimen jurídico de esta categoría, como los requisitos, las modalida-
des, los actos administrativos que deben motivarse y las consecuencias 
que conlleva el incumplimiento de la motivación.
Esta obra afianza y reafirma la motivación como garantía procedimen-
tal, un requisito formal esencial y cualificado que enlaza con aspec-
tos sustanciales del acto formando parte del sistema procedimental, y 
constata el papel transversal de esta figura en el panorama del Derecho 
administrativo contemporáneo. A su vez, contribuye a la posterior labor 
de interpretación y aplicación del Derecho por parte de todos los ope-
radores jurídicos. 
El estudio de la motivación es una cuestión de actualidad que sigue 
teniendo interés, como lo demuestra la jurisprudencia que no cesa al 
respecto en asuntos relativos al nombramiento y cese de libre desig-
nación y la adjudicación de los contratos. Es significativa su conexión 
con cuestiones nuevas como la irrupción de la inteligencia artificial en 
la actuación administrativa, entre otras.




